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H. CONGRESO DEL ESTADO
P R E S E N T E. –
La Comisión de Pueblos y Comunidades Indígenas, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 64, fracción I de la Constitución Política del Estado de Chihuahua, los artículos 87, 88 y 111 de la Ley Orgánica, así como por los artículos 80 y 81 del Reglamento Interior y de Prácticas Parlamentarias, ambos ordenamientos del Poder Legislativo del Estado de Chihuahua, somete a la consideración del Pleno el presente Dictamen, elaborado con base en los siguientes:  
A N T E C E D E N T E S
1.- Con fecha veintisiete de abril de dos mil diecisiete, las Diputadas Imelda Irene Beltrán Amaya y Blanca Amelia Gámez Gutiérrez, integrantes de los Grupos Parlamentarios de los Partidos Revolucionario Institucional y Acción Nacional, respectivamente, así como el Diputado Miguel Alberto Vallejo Lozano, representante del Movimiento Ciudadano, presentaron Iniciativa con carácter de Decreto por medio de la cual proponen crear una Mesa Técnica sobre Derechos de los Pueblos Indígenas (Pueblos Originarios), con el propósito de analizar el marco normativo de la Entidad, en aras de realizar una armonización legislativa con enfoque de Derechos Humanos, que permita incorporar a las disposiciones jurídicas estatales y municipales los estándares internacionales en la materia.

A la propuesta formulada mediante la Iniciativa de referencia, se adhirieron la Diputada Leticia Ortega Máynez y el Diputado Pedro Torres Estrada, integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Movimiento de Regeneración Nacional (MORENA).
2.- La Presidencia del H. Congreso del Estado, con fecha dos de mayo de dos mil diecisiete, en uso de las facultades que le confiere el artículo 75, fracción XIII, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, tuvo a bien turnar a esta Comisión de Dictamen Legislativo la Iniciativa de mérito, a efecto de proceder al estudio, análisis y elaboración del dictamen correspondiente.
3.- La Iniciativa se sustenta en los siguientes argumentos:
“El 10 de junio de 2011 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto que permitió llevar a cabo una de las más grandes reformas cualitativas que ha impactado en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al incorporarse el Derecho Internacional de los Derechos Humanos al marco jurídico nacional, mediante la modificación de su Artículo 1o., al estipular que en nuestro país toda persona gozará de los derechos humanos reconocidos en el máximo ordenamiento de la nación y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte.
Como consecuencia de ello, también señala como obligación de las autoridades de todos los órdenes de gobierno, la promoción, respeto, protección y garantía de los derechos humanos, de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, sin dejar de lado el principio pro persona.
El calado de la reforma constitucional en materia de derechos humanos supracitada, es de gran dimensión por las implicaciones que conlleva a la vida cotidiana de las personas de esta gran nación y sobre todo en el quehacer de las autoridades gubernamentales, obligándoles a modificar de raíz su actuación frente a la totalidad de los diferentes sectores de la población, a partir de estándares de validez universales y con igual valor, en donde las personas que conforman los pueblos originarios, también denominados como pueblos indígenas, no son la excepción y por consecuencia, se avizoran para ellos nuevos caminos que seguramente permitirán reivindicar los derechos por los que ancestralmente han luchado.
Si bien el año de 2001 permitió vislumbrar un nicho de oportunidades encaminado a romper de raíz con la falta de atención de los rezagos sociales de los pueblos originarios, al reformarse el Artículo 2o. de la Constitución General de la República,  y reconocer los derechos y cultura de los primeros pueblos, lo cierto es que aún falta un largo camino por recorrer.
Se han logrado avances en algunos temas, como son entre otros, los que derivaron de una reforma constitucional llevada a cabo en el mes de mayo de 2015, particularmente cuando se modificó la fracción III, del Apartado A, del Artículo 2o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, garantizando a mujeres y hombres de los pueblos indígenas el derecho que poseen para:
<Elegir de acuerdo con sus normas, procedimientos y prácticas tradicionales, a las autoridades o representantes para el ejercicio de sus formas propias de gobierno interno, garantizando que las mujeres y los hombres indígenas disfrutarán y ejercerán su derecho de votar y ser votados en condiciones de igualdad; así como a acceder y desempeñar los cargos públicos y de elección popular para los que hayan sido electos o designados, en un marco que respete el pacto federal, la soberanía de los Estados y la autonomía de la Ciudad de México. En ningún caso las prácticas comunitarias podrán limitar los derechos político-electorales de los y las ciudadanas en la elección de sus autoridades municipales.>
Muestra de ello es la denominada Declaración de San Lázaro que se emite a partir de un encuentro nacional llevado a cabo en el Congreso de la Unión el día 8 de febrero de 2017, en donde participaron legisladoras y legisladores federales y estatales que conforman las Comisiones encargadas de establecer el marco normativo vinculado a los derechos de los pueblos originarios, evento en el que se tuvo la oportunidad de analizar la legislación del país, permitiendo identificar los temas que seguramente habrán de abordar los Poderes Legislativos, tanto los que competen al ámbito federal como aquellos otros cuya jurisdicción corresponde a las Entidades Federativas.

El impacto que representa en las labores del Congreso del Estado Chihuahuense una armonización legislativa con enfoque de derechos humanos, tanto en los de orden individual como los colectivos, constituye un gran reto al entrelazarse una serie de condiciones específicas de las personas, como son, entre otras, el origen étnico, la edad, el género, la salud, la educación, aspectos lingüísticos y culturales, aunados a la discriminación que se genera por pertenecer a una minoría que no comparte la mayoría de los rasgos con el resto de la población.

Si bien todos son relevantes, existen dos que son de vital importancia por las implicaciones que conllevan en el cumplimiento y respeto del resto de los derechos. Uno de ellos es el de participación y el otro es el de consulta, con los que se genera una verdadera posibilidad de que las personas que conforman los pueblos originarios tomen las riendas de su propio destino, aunado a que el cumplimiento de ellos constituye una garantía para el ejercicio de otros más, como son el de la libre determinación, el desarrollo, la propiedad intelectual de sus conocimientos ancestrales, entre otros. 

De tal suerte que lo que se pretende es que los trabajos que se generen por la Mesa Técnica que hoy proponemos crear mediante formal Decreto, sirvan de apoyo a las labores propias de la Comisión de Pueblos y Comunidades Indígenas de la presente Legislatura, en aras de lograr el cumplimiento del compromiso asumido mediante la Agenda Legislativa, así como concretar en el marco jurídico estatal una armonización legislativa con enfoque de derechos humanos.”
Ahora bien, al entrar al estudio y análisis de la Iniciativa en comento, quienes integramos esta Comisión Dictaminadora, formulamos las siguientes: 
C O N S I D E R A C I O N E S
I.- Al analizar las facultades competenciales de este Alto Cuerpo Colegiado, quienes integramos la Comisión de Pueblos y Comunidades Indígenas, no encontramos impedimento alguno para conocer del presente asunto.
II.- La complejidad de las relaciones humanas es de tal magnitud que la historia universal da cuenta de un sinnúmero de acontecimientos que entrañan en sí mismos aspectos reprobables que no deben repetirse por ningún motivo, dada las consecuencias dañinas que han surgido de ellos. 

Entre los ejemplos más claros de lo que ha sucedido, se pueden mencionar de inicio los procesos de conquista y colonización que acontecieron en lo que actualmente son los territorios de los Estados Unidos de América y por supuesto en nuestro país, en el primero de los casos propiciado por el Reino Unido y en el segundo por la Corona Española. Procesos que significaron un sinnúmero de decesos de la población originaria de dichos territorios, sin dejar de mencionar la institucionalización de la esclavitud, el despojo de las áreas que por siglos les habían pertenecido y la imposición de una cultura que les era ajena, negándoles de inicio toda posibilidad de ser considerados como seres humanos.

En lo que corresponde a nuestro país, igualmente se puede mencionar el periodo en que se desarrolló la Revolución Mexicana, que comprende del año de 1910 a 1917 y que con base en los antecedentes sociales de la época, entre otras cosas, uno de los ideales que inspiraron dicho movimiento armado, fue la búsqueda del derecho a la propiedad por las clases sociales más marginadas, ante las injusticias encabezadas por los grandes latifundistas de la época, entre las que se pueden referir las tiendas de raya implementadas en las haciendas, en las que en lugar de pagar el salario a las y los jornaleros del campo, se les entregaban productos en especie, haciendo que las personas alcanzaran deudas impagables, lo que en la práctica los convertía en esclavos. Aunado a lo anterior, destaca igualmente en dicha época, el hecho de que menos del uno por ciento de la población poseía más del ochenta por ciento de las tierras de cultivo.
Otros hechos que se pueden mencionar son los dos conflictos bélicos de mayor magnitud por los que la humanidad ha pasado, es decir, tanto la Primera Guerra Mundial, también conocida como la Gran Guerra, que dio inicio en el mes de julio de 1914 y que se prolongó hasta el mes de noviembre de 1918, en donde más de dieciséis millones de personas perdieron la vida, entre ellas un aproximado de siete millones de civiles y nueve millones de combatientes.
Por otro lado, también se debe tener presente la Segunda Guerra Mundial iniciada en 1939 y que culminó en el año de 1945, generando como consecuencia una ola de devastación en infinidad de ciudades, aunado a la crisis económica global que produjo y por supuesto, innumerables hogares en luto por el fallecimiento de aproximadamente sesenta millones de personas que fue el saldo final estimado de vidas cobradas.
Ante las atrocidades generadas por dicho conflicto armado, en el año de 1942 se empezó a gestar una idea encabezada por veintiséis de los países que participaban en la guerra, surgiendo el documento que hoy se conoce con el nombre de “La Declaración de las Naciones Unidas”, que consistió en un compromiso para poner el máximo empeño en las batallas que se registraban en contra de las potencias del eje y obligarlos a buscar un acuerdo de paz, pero colectivo, acuñándose en dicho momento la denominación de “Naciones Unidas”.
Finalmente en el año 1945 se logra la consolidación de la Organización de las Naciones Unidas que, mediante la suma de voluntades de la comunidad internacional, permitió en 1948 proclamar la Declaración Universal de los Derechos Humanos, a partir de la paz, justicia y libertad en el mundo como sustento de la dignidad intrínseca y los derechos iguales e inalienables de las personas. Dicho instrumento fue el catalizador que ha permitido consolidar el Derecho Internacional de los Derechos Humanos con una serie de documentos de los que derivan obligaciones para los países signantes, en donde destacan el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) sobre Pueblos Indígenas y Tribales, de 1989 y la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, del año 2016.

III.- No obstante que los derechos humanos en su origen fueron concebidos con el carácter de individuales e inherentes a cada persona, el multiculturalismo entendido como un modelo social de organización que sustenta la posibilidad de convivir armónicamente entre los diversos grupos o comunidades que sean cultural, religiosa o lingüísticamente diferentes, ha permitido vislumbrar la importancia de proteger los derechos de naturaleza colectiva de las personas que forman parte de los pueblos indígenas o pueblos originarios.

Entre los derechos citados con antelación, se pueden apreciar los de carácter cultural, territorial, de identidad, de educación, salud, idioma, a no ser discriminado por el origen o identidad indígena, a la libre determinación, a la propiedad intelectual, así como a conservar y reforzar sus propias instituciones, además del que atañe a la consulta y participación, al igual que a decidir sus prioridades para el desarrollo, entre varios más.

Tal y como se señaló en párrafos precedentes, fue la Organización Internacional del Trabajo (OIT), la que dio inicio con el análisis de la situación de las y los trabajadores, abordando múltiples asuntos vinculados a los pueblos indígenas y tribales, a partir de una visión de respeto por las culturas y su modo de vivir, teniendo como premisa el hecho de que se trata de sociedades con permanencia y derecho a determinar sus prioridades de vida.  
Si bien las luchas sociales que se han venido generando a lo largo del tiempo han permitido lograr avances en algunos de los temas citados con antelación, lo cierto es que aún falta lograr la consolidación de muchos aspectos que atañen a los derechos de los pueblos indígenas también conocidos como pueblos originarios, que son de gran interés para la presente Legislatura al representar la posibilidad de reivindicar los derechos de las personas que los conforman.

IV.- Uno de los referentes jurídicos primordiales con los que se cuenta a nivel nacional, es precisamente el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues como acertadamente se refiere en la exposición de motivos de la Iniciativa que hoy se analiza, mediante una reforma llevada a cabo el año 2011, se incorporó a la legislación nacional el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, generándose a partir de dicho momento una serie de obligaciones para las autoridades de los diversos órdenes de gobierno.
Entre ellas, se encuentran las de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 
Por lo tanto, la promoción implica para  las autoridades el desplegar acciones encaminadas a lograr una verdadera educación basada en derechos humanos; respetar conlleva la abstención del sector gubernamental de realizar actos u omisiones que impliquen la violación de derechos; la protección deriva en la toma de medidas para que ninguna otra persona los vulnere y finalmente, el garantizar obliga al establecimiento de un andamiaje jurídico y de políticas públicas o de Estado que permitan el cumplimiento efectivo de los derechos que  nos ocupan.

V.- Como se puede apreciar, los retos que derivan de los instrumentos internacionales y de la reforma constitucional supracitada, implican para el Poder Legislativo Estatal el análisis del marco jurídico de la Entidad, en aras de realizar una armonización legislativa con enfoque de derechos humanos, que permita la incorporación de los estándares internacionales en la materia, en donde resulta de gran valor la participación de mujeres y hombres que forman parte de las comunidades de los pueblos originarios, del sector académico de nivel superior, organizaciones de la sociedad civil conocedoras en derechos indígenas o en derechos humanos en general, e indiscutiblemente la colaboración de los Poderes Ejecutivo y Judicial, al igual que de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos, formando un grupo que coadyuve con la Comisión de Pueblos y Comunidades Indígenas del Congreso del Estado en dicha encomienda.

Para tales efectos, se propone la creación de una Mesa Técnica sobre Derechos de los Pueblos Originarios, también conocidos como Pueblos Indígenas, pues indiscutiblemente la suma de voluntades y de esfuerzos de un equipo multidisciplinario permitirá la obtención de valiosos trabajos que serán entregados a la Comisión de Pueblos y Comunidades Indígenas de la presente Legislatura, a fin de que los analice y determine lo que proceda en el ámbito de sus atribuciones, dando la debida difusión a los documentos que presente ante el Pleno o los que considere relevantes, lo que deberá hacer en el idioma de dichos pueblos, incorporando un lenguaje ciudadano, además de realizarlo en español.

En mérito de lo antes expuesto, se somete a la consideración de este Alto Cuerpo Colegiado, el siguiente proyecto de:
DECRETO
ARTÍCULO PRIMERO.- Se crea la Mesa Técnica sobre Derechos de los Pueblos Originarios (Pueblos Indígenas), para analizar el marco normativo de la Entidad, con el objetivo de realizar una armonización legislativa con enfoque de Derechos Humanos que permita incorporar a las disposiciones jurídicas estatales y municipales los estándares internacionales en la materia.

ARTÍCULO SEGUNDO.- La Mesa Técnica dependerá de la Comisión de Pueblos y Comunidades Indígenas del Congreso del Estado, que será la encargada de coordinar los trabajos correspondientes.

Para su integración se deberá prever la participación de al menos una persona del Poder Ejecutivo y otra por el Poder Judicial, ambos del Estado; de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos; de los Grupos Parlamentarios y representaciones de los partidos políticos que convergen en el Congreso del Estado; mujeres y hombres que formen parte de las comunidades de los pueblos  Originarios (Pueblos Indígenas); instituciones académicas de nivel superior y organizaciones de la sociedad civil conocedoras en derechos de los pueblos y comunidades indígenas (Pueblos Originarios) o en Derechos Humanos.

Podrá invitarse a participar a cualquier otra persona o institución que posea experiencia o conocimientos en la materia.

ARTÍCULO TERCERO. - La Mesa Técnica se constituye de manera permanente y sesionará con la periodicidad que ameriten sus trabajos.

ARTÍCULO CUARTO.- Los documentos que se obtengan de los trabajos realizados por la Mesa Técnica, serán puestos a disposición de la Comisión de Pueblos y Comunidades Indígenas del Congreso del Estado, a efecto de que los analice y determine lo conducente.
ARTÍCULO QUINTO.- Con fundamento en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Chihuahua, las reuniones de trabajo realizadas por la Mesa Técnica, así como los documentos generados por la misma, deberán ser debida y oportunamente publicitados.

Lo anterior también deberá realizarse en los idiomas de dichos Pueblos, en español, de manera oral y escrita, además de hacer uso de un lenguaje ciudadanizado.
A R T Í C U L O  T R A N S I T O R I O

ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

ECONÓMICO.- Aprobado que sea túrnese a la Secretaría para los efectos legales correspondientes.

D A D O, en el Salón de Sesiones del Poder Legislativo, en la Ciudad de Chihuahua, Chihuahua a los diez días del mes de julio del año dos mil diecisiete. 
Así lo aprobó la Comisión de Pueblos y Comunidades Indígenas, en reunión de fecha 20 de junio de 2017.
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Esta hoja contiene las firmas de los integrantes de la Comisión de Pueblos y Comunidades Indígenas, respecto del dictamen de la Iniciativa con carácter de Decreto (595), presentada por la Diputada Imelda Irene Beltrán Amaya, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, la Diputada Blanca Amelia Gámez Gutiérrez, integrante del Partido Acción Nacional y el Diputado Miguel Alberto Vallejo Lozano, integrante de Movimiento Ciudadano, presentaron Iniciativa con carácter de Decreto, por medio de la cual proponen crear una Mesa Técnica sobre Derechos de los Pueblos Indígenas (Pueblos Originarios), con el propósito de analizar el marco normativo de la Entidad, en aras de realizar una armonización legislativa con enfoque de Derechos Humanos, que permita incorporar a las disposiciones jurídicas estatales y municipales los estándares internacionales en la materia. (Se adhirieron los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario de MORENA).
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